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CÓMO REFORMAR LA CONSTITUCIÓN
DE 1978 1

EUGENIO ULL PONT
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1. Consideraciones previas.
Democracia directa, democracia representativa

1.1. Consideramos que, como condición previa a cual-
quier reforma de la Constitución que pueda realizarse por la
vía del actual artículo 167, es necesario y coherente con el
artículo 1.2. del Título Preliminar de la Constitución, que
dicho artículo 167 deba ser reformado. La reforma debería
consistir en devolver al titular de la soberanía nacional el ejer-
cicio de ratificar o no, por referéndum cualquier reforma que
se pretenda. Dicho artículo 1.2. tiene una protección especial
conforme al artículo 168, pero no parece congruente, que
conforme al artículo 167, que no goza de tal protección, partes
muy importantes de la Constitución, como son Las Cortes
Generales, el Gobierno, el Poder Judicial, la Organización

1 Conferencia impartida en la Mesa redonda organizada por la Real Academia de Doctores de
España el 27 de septiembre de 2006, en la que intervino también el Dr. Jesús López Medel, con
el tema sobre «Límites y efectos de la reforma de los Estatutos de las Comunidades Autónomas».

2 El Dr. Eugenio Ull es Académico Correspondiente y Colaborador de la RADE, desde 1978,
así como Emérito de la UNED.
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Territorial del Estado, incluido el Tribunal Constitucional, o
el propio Título X, que regula las reformas, puedan ser modi-
ficados, sustituidos o suprimidos, con solo el acuerdo de los
políticos, en virtud de sus funciones representativas, sin contar
con el titular de la soberanía, reconocido en el repetido artícu-
lo 1.2. Impidiendo, además, la iniciativa legislativa popular en
materia constitucional, siendo ésta una institución de democra-
cia directa, reservándose tal iniciativa, en exclusiva, a determi-
nadas instituciones representativas.

Tal situación nos parece inadmisible y por ello creemos
que debe ser modificado dicho Título X y el artículo 87 de la
Constitución, para devolver al pueblo español el ejercicio de su
legítimo derecho a ratificar o no lo que Las Cortes Generales
propongan para reformar la Constitución. Este es el objeto de
nuestra ponencia, cuestión que consideramos prioritaria a cual-
quiera otra pretensión de reforma.

1.2. Sabemos que una Constitución, es la norma funda-
mental de la organización de un Estado. A sus disposiciones
deben estar subordinados los poderes públicos en sus actuacio-
nes. Es decir, no se puede legítimamente legislar, gobernar o
juzgar en contradicción con la Constitución.

Una Constitución escrita, tiende a ser rígida en sus conte-
nidos, se establece en principio por un procedimiento especial.
Y así mismo debe ser modificada por un procedimiento seme-
jante. Y el órgano cualificado para establecerla o modificarla es
el sujeto de la soberanía 3.

Como sabemos, en nuestra Constitución, conforme al ar-
tículo 1.2 CE, la soberanía nacional reside en el pueblo espa-
ñol, del que emanan los poderes del Estado.

3 Vid. entre otros, HAURIOU A., Derecho Constitucional e Instituciones Políticas, Ed. Ariel, 1970,
pág. 319 o pág. 291 en la Ed. francesa.
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La Constitución, como ley fundamental (que no Carta
Magna, nombre que me parece inadecuado aplicarlo a la Cons-
titución y que me desagrada por sus connotaciones medieva-
les4) debe tener ciertas garantías de permanencia, tanto por su
contenido que es básico, como para su posible reforma. Como
superlegalidad, no puede ser derogada o vulnerada válidamen-
te, por las leyes ordinarias.

1.3. En los 28 años transcurridos desde la aprobación de
la Constitución española, solo se ha realizado una pequeña
reforma, por el sistema del artículo 167, sin necesidad de refe-
réndum. Reformas acordada por los políticos, pero no some-
tida a la ratificación del pueblo español, titular de la soberanía
nacional. De dicha reforma trataremos en su momento.

Sin embargo, aunque no ha habido otras reformas, la inter-
pretación de su contenido por la Justicia constitucional, en
respuesta a los recursos de inconstitucionalidad y por el recur-
so de amparo, ha supuesto un desarrollo y adaptación a las
circunstancias de cada momento. Las generalidades y ambigüe-
dades de la redacción de la Constitución, han propiciado una
interpretación por el Tribunal Constitucional que supone ver-
dadera ampliación de su contenido 5.

1.4. Ahora vamos a comentar los preceptos constitucio-
nales de reforma, contenidos en el Título X de la Constitución
y en el artículo 87, y la conveniencia o no de su modificación.
Es decir, la posible reforma de las normas de reforma.

4 Carta Magna o «Capitula que barones petunt», es un documento medieval inglés de carácter
feudal, otorgado por Juan Sin Tierra el 15 de junio de 1215, documento con numerosos anteceden-
tes semejantes. Como carta otorgada por el Rey, tras su campaña angevina fracasada, por exigencia
de la nobleza, que tiene poco que ver con una Constitución en el sentido actual. Ni en sus orígenes,
no democráticos, ni en su contenido de relaciones feudales podemos compararlo con una Consti-
tución.

5 En este mismo sentido de desarrollo interpretativo, ha actuado el Tribunal Supremo de los
Estados Unidos de América, adaptando la Constitución americana a las circunstancias históricas.
A ello se debe, más que por las enmiendas o «adendas» constitucionales, como las llama Torres del
Moral, su permanencia en el tiempo.
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No entraremos en hipotéticas reformas que a juicio del
ponente son necesarias, referidas a contenidos actuales de la
Constitución sobre derechos y deberes, principios dogmáticos,
o sobre poderes e instituciones del Estado, incluido el Títu-
lo VIII y en particular el artículo 150.2, de tan conflictivo
desarrollo, o el artículo 57.1, de la sucesión en el trono, de tan
reciente actualidad, consecuencia del segundo embarazo de la
consorte del hijo del Rey.

Tales elucubraciones, constituirían, en frase de Cruz Villa-
lón, «La cesta de la reforma»6, que D.m. trataremos en otra
intervención nuestra.

2. Las cláusulas de intangibilidad.
El cambio constitucional de las Leyes Fundamentales a
la Constitución actual

2.1. Con la pretensión de hacer estables e irreformables
principios que se consideran básicos y por ello intangibles, en
varias Constituciones se han incluido cláusulas que pretenden
impedir el cambio o reforma constitucional de ciertos prin-
cipios. Así, la Constitución italiana dispone que «la forma
republicana no podrá ser objeto de revisión constitucional»
(art. 139). En sentido parecido la Ley Fundamental de Bon en
lo referente a la división de la Federación alemana en Länder
(arts. 1 y 20). O la Constitución francesa, que niega la posible
revisión sobre la integridad territorial o sobre la forma repu-
blicana de gobierno (art. 89).

Pero, ¿es que cabe secuestrar la voluntad de los futuros
ciudadanos? Por supuesto que no. Y si en una consulta popular
consentida, aunque no sea legal conforme a las normas vigen-

6 Pedro Cruz Villalón, Catedrático de D. Constitucional en la U. A. de Madrid, «La Cesta de
la reforma», publicado en El País de 7 de octubre de 2004.



1 5

Cómo reformar la Constitución de 1978

tes, la soberanía se define en otro sentido, ello será válido, pese
a la formula constitucional 7.

2.2. El cambio de las Leyes fundamentales a la Constitu-
ción de 1978, basa su legitimidad en la consulta al titular de la
soberanía.

Sumariamente. El cambio se realizó en dos pasos.

En primer lugar, soslayando la Ley de Principios del Mo-
vimiento Nacional de 17 de mayo de 1958, se promulgó una
nueva Ley Fundamental, la octava. Ésta fue la «Ley para
la Reforma Política», que fue sometida a la soberanía nacio-
nal, que la ratificó por Referéndum de 15 de diciembre de
1976.

Constituidas las Cortes representativas conforme a la nue-
va Ley, se procede a elaborar una nueva Constitución, cuyo
texto fue aprobado por el Congreso y el Senado el 31 de oc-
tubre de 1978, que sometida a Referéndum fue ratificada por
el pueblo español el 6 de diciembre de 1978 8.

El último paso de la transición sin ruptura formal, fue
la derogación de las Leyes Fundamentales, incluida la octa-
va, por la Disposición Derogatoria 1. de la Constitución de
1978.

Con ello la cláusula de intangibilidad de la Ley de Prin-
cipios del Movimiento, quedaba inoperante, con la inter-
vención del titular de la soberanía. Es el destino de cualquiera
cláusula semejante, que no puede hipotecar las decisiones de

7 Un ejemplo de nuestra afirmación se dio en Francia, cuando el General Degaulle convocó un
referéndum de reforma constitucional. Y frente a los que objetaban su validez, el Consejo de
Estado francés, lo ratificó como válido, porque ya se había pronunciado el pueblo de Francia.

8 Participó el 67,11 por 100 del censo electoral y votaron afirmativamente el 87,78 por ciento.
Fueron negativos el 7,83 por ciento de los votos y nulos el 0,74 por ciento.
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futuro por la voluntad de los que disponen en el presente o en
el pasado9.

En la Constitución vigente, no hay cláusulas de intangibi-
lidad, pero si hay un procedimiento agravado, el del artículo
168, que pretende dificultar la reforma constitucional en aque-
llas partes de la Constitución que se consideran fundamentales
para el sistema social y democrático de derecho que los espa-
ñoles se han otorgado.

Para Pedro de Vega, el artículo 168 tiene tal complejidad
para evitar incorporar cláusulas de intangibilidad. No negamos
que funcionalmente sea así, pero no lo es en estricta técnica
jurídica. Esta claro, como ya queda dicho antes, que se preten-
de una salvaguarda mayor en determinados supuestos. Pero se
deja la puerta abierta a cualquier reforma, incluso total, factible
por vías democráticas, no revolucionarias.

3. Preceptos constitucionales para la reforma
de la Constitución española

3.1. Iniciativa para proponer la reforma

La oportunidad de la iniciativa de reforma, puede estar
prevista por una Constitución10, o realizarse discrecionalmen-
te, cuando los órganos competentes previstos sientan la nece-
sidad de la misma. Este segundo supuesto es el propio de nues-
tra Constitución de 1978.

9 Cláusulas de intangibilidad se contemplan en la Constitución francesa, en la italiana o en la
alemana. A mi juicio solo serán operativas en tanto la soberanía nacional no las derogue. Para ello
no creemos haya que llegar a un proceso revolucionario que rompa con la respectiva Constitución
vigente.

10 Así, en la Constitución portuguesa de 11 de abril de 1933, se preveía una revisión constitu-
cional cada diez años.
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La iniciativa para la reforma constitucional, conforme al
artículo 166 de la Constitución, se ejercerá en los términos
previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 87. Esto significa
que se excluye en esta materia, la iniciativa legislativa popular.

Consideramos con Pedro de Vega, que la exclusión de la
iniciativa popular es una contradicción frente al principio de
«soberanía popular y el poder constituyente del pueblo, y
donde en virtud de esos principios se consagra la iniciativa
popular para las leyes ordinarias, se elimine luego para la actua-
ción del poder constituyente» 11.

De Vega da tres razones, que compartimos. En primer
lugar considera que se rompe la coherencia constitucional que
conjugue democracia democracia y participación directa, con
sistema representativo.

Cree que con el sistema establecido en el articulo 166, no
es cierto que el mismo evite riesgos y peligros de demagogia,
pues son igualmente posibles.

Finalmente, discrepa de la formula adoptada, porque exclu-
ye el poder constituyente a favor de la democracia representa-
tiva, una vez que queda aprobada la Constitución 12. Tal es cien
por cien nuestro parecer en esta cuestión. En la misma línea
crítica, se manifiestan los constitucionalistas Torres del Moral,
Álvarez Conde o Manuel Contreras.

En cambio Pérez Royo, aunque reconoce las limitaciones
del sistema, está de acuerdo con el procedimiento establecido
por razones de cautela, para proteger la democracia represen-
tativa.

11 Pedro de Vega, «La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente», Ed.
Tecnos, Madrid, 1985, pág. 134).

12 O.c., pág. 142.
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El procedimiento es el siguiente. Conforme a lo que dispo-
ne el artículo 87.1. y 2 de la Constitución la iniciativa legislativa
corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo
con la Constitución y los Reglamentos de las Cámaras.

Los proyectos de Ley deben ser aprobados por el Consejo
de Ministros, que los remitirá al Congreso con una exposición
de motivos y los antecedentes que se consideren necesarios
para que el Congreso los tome en consideración y se pronuncie
sobre la propuesta (art. 88 C.E.).

También tienen cierta iniciativa legislativa, las Asambleas
de las Comunidades Autónomas. Dichas instituciones tienen
dos posibilidades. Pueden optar por solicitar al Gobierno la
adopción de un proyecto de Ley y, en tal caso, el Gobierno,
si lo considera pertinente, procede como queda dicho antes, lo
cual supone una vía más rápida de ser atendida la propuesta. O
bien, optar por una vía más directa pero menos rápida, envian-
do a la Mesa del Congreso una proposición de ley para su
consideración. En este último supuesto pueden delegar ante el
Congreso en miembros de su Asamblea, en número máximo
de tres, para que defiendan la proposición de ley. Tal iniciativa
legislativa se tramitará en las Cámaras, pero respetando la prio-
ridad de los proyectos de ley (arts. 87.2 y 89).

El indicado artículo 87.3 de la Constitución, recoge un
tercer supuesto de iniciativa legislativa a favor de la iniciativa
popular, pero que no es aplicable a la posible reforma consti-
tucional, pues, a su vez, el artículo 166, taxativamente limita a
los dos supuestos primeros la iniciativa de reforma constitucio-
nal. Aparte de que dicha iniciativa se exige su regulación por
ley orgánica 13.

13 Como hacemos en nuestra propuesta de reforma, podría serlo y creemos debería estar
legitimada la iniciativa popular, si se modificará en tal sentido el artículo 166, limitándose a remi-
tirse al artículo 87 y suprimiendo la referencia a los apartados 1 y 2 de dicho artículo.
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La propia Constitución, en el repetido artículo 87, tam-
bién excluye que pueda ejercerse la iniciativa popular en mate-
ria tributaria o de carácter internacional o en materias regula-
das por ley orgánica.

Personalmente, como ya hemos manifestado antes, sin
entrar en polémicas doctrinales, consideramos que la iniciativa
popular, tan limitada por las disposiciones del artículo 87.3,
debería respetarse sin excepciones, respecto a cualquier mate-
ria, eliminado las limitaciones impuestas en dicho artículo y
reconociendo también tal iniciativa en materia de reforma
constitucional, modificándose a tal efecto el artículo 166 de la
CE. No solo estamos de acuerdo con el principio de iniciativa
popular, sino que consideramos que debe tener una mayor
eficacia en sus resultados, que la que permite la actual Consti-
tución 14.

En definitiva lograr tales objetivos podrá ser objeto de
lucha por un mayor reconocimiento del ejercicio directo de la
soberanía popular, como lo ha venido siendo en la democracia
representativa la extensión del derecho de voto, de restringido
a universal, de solo el varón, a reconocer también el derecho
de la mujer, las listas electorales abiertas, la financiación pri-
vada de partidos, sindicatos o iglesias…...... y no viviendo a
cargo del presupuesto del Estado ¿Cuándo lo veremos?

Un obstáculo serio para la institución que contemplamos
es la partitocracia, con la oligarquía partidaria, a menudo con-
traria al interés general, y a los principios democráticos, que
no renunciará fácilmente a los privilegios que se ha reservado.

Nuestra consideración se basa en dos razones. Primera,
que si la democracia representativa se apoya en la dificultad de
aplicar la democracia directa, no porque sea aquella la más

14 En parecido sentido, Pedro de Vega y Pérez Royo.
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pura de las democracias. No parece conveniente que una ins-
titución de democracia directa, como es la iniciativa popular,
ya de por sí condicionalmente limitada, se la excluya de poder
ejercerse para determinadas materias o supuestos. Por otra
parte, admitir la iniciativa popular legislativa para la reforma
constitucional, vendría frenada en sus posibles consecuencias
negativas, porque solo es una iniciativa, no un acto legislativo
definitivo.

En efecto, esta iniciativa popular, limitada por Ley en su
forma y requisitos, si prospera, debe ser considerada por las
Cortes, órgano representativo prácticamente sometido a los
partidos, que la llevarán a buen puerto o la desestimarán total
o parcialmente.

Como colofón que debe ser ineludible, quedaría someter
los acuerdos a referéndum nacional que ratifique, o no, la re-
forma propuesta.

3.2. Procedimiento de Reforma constitucional

3.2.1. Procedimientos de reforma

Los procedimientos de reforma de una Constitución pue-
den ser muy variados. Podemos considerar los tres siguientes,
como los principales procedimientos:

a) Reforma de la Constitución por el Parlamento, por el
procedimiento legislativo ordinario, o mediante un procedi-
miento especial.

b) Realizada por una Asamblea especial elegida al efecto.

c) Con intervención del pueblo, como titular de la sobe-
ranía, por vía de referéndum.
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Estos procedimientos, singulares o combinados, tratan de
evitar la inestabilidad de la norma fundamental, dificultando la
posibilidad de modificación, tratando de evitar reformas que
pueden ser innecesarias.

Así, en la Constitución Italiana de 1946, la reforma debe
aprobarse con el voto de las dos Cámaras, renovado dos meses
después, por mayoría absoluta. Y finalmente será sometida a
referéndum si así lo exigen 1/5 de una Cámara, ó 500.000
electores, ó 5 Consejos Regionales.

3.2.2.1. Limitaciones constitucionales para la reforma
3.2.2.1. de la C. española

La Constitución española prohíbe iniciar la reforma cons-
titucional en tiempo de guerra, en estado de alarma, de excep-
ción o de sitio 15.

La doctrina considera que hay supuestos que por su propia
naturaleza son irreformables. Particularmente entrarían en es-
tos supuestos los derechos fundamentales. Personalmente cree-
mos que hay que diferenciar los derechos que puedan conside-
rarse fundamentales conforme a principios de moral natural,
incluso las declaraciones de derechos de carácter más o menos
universal y los derechos que formalmente sean reconocidos
como fundamentales por la Ley fundamental, o en Tratados
internacionales con idéntica vigencia.

15 Artículos 116 y 169 de la Constitución.
El estado de alarma, puede proclamarlo por decreto el Consejo de Ministros, por un período

máximo de 15 días, debiendo comunicarlo al Congreso, reunido de inmediato. Puede ser prorro-
gado mediante Ley Orgánica, debiendo concretarse plazo y ámbito territorial.

El estado de excepción, también lo declara por Decreto el C. de Ministros, pero requiere
autorización previa del Congreso. Su duración puede ser de 30 días prorrogables por otros tantos.

Finalmente el estado de sitio es proclamado por el Congreso por mayoría absoluta, a propuesta
exclusiva del Gobierno. Determinará su ámbito, duración y condiciones.

En todos estos supuestos el Congreso no puede disolverse y, las Cámaras si no están reunidas
deben ser convocadas de inmediato. Si estuvieran disueltas, corresponden sus funciones a la Dipu-
tación Permanente. Permanece el principio de responsabilidad del Gobierno conforme a las Leyes.
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Coincidan o no los derechos consagrados en la Constitu-
ción, con otros principios más o menos bien fundados, solo
tendrán eficacia jurídica como fundamentales, aquellos que la
Constitución consagra directa o indirectamente como tales. Y
las normas de derecho positivo, acertadamente o no, pueden
ser modificadas con el respaldo del sujeto de la soberanía na-
cional. A esto nos lleva el relativismo en que nos movemos,
donde la verdad intrínseca no cuenta, solo la proclamada.

4. Procedimiento de reforma establecidos
por la Constitución de 1978

La CE dedica dos artículos al procedimiento de reforma
constitucional 16.

Se establece un procedimiento para tratar el proyecto de
reforma constitucional, y un procedimiento más rígido o re-
forzado cuando la reforma propuesta afecte a determinadas
materias o a la totalidad de la Constitución.

4.1. Procedimiento del artículo 167

Es el procedimiento más simple. Exige las siguientes con-
diciones:

a) Aprobación del proyecto17 por mayoría de 3/5 de am-
bas Cámaras, que supone el 60 por ciento de cada una de ellas.

b) Si no se consigue la aprobación por la mayoría indica-
da, se debe constituir una Comisión paritaria de diputados y
senadores, que presentará un texto consensuado ante ambas

16 Artículos 167 y 168 de la CE.
17 El Prof. A. Torres del Moral señala acertadamente algunas imprecisiones terminológicas, en

las que no entramos por razones de brevedad. Tratado de Derecho Constitucional.
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Cámaras, para su posible aprobación, por la mayoría indicada
en el punto anterior emitida por ambas.

c) Si el Senado solo aprueba el nuevo texto por mayoría
absoluta, pero por menos de los 3/5, quedará aprobado el tex-
to si el Congreso lo aprueba por 2/3, es decir por una mayoría
reforzada que alcance el 66,66 por ciento de dicha Cámara.

Obviamente, de no alcanzarse el acuerdo, conforme a los
porcentajes de aprobación indicados, el proyecto no prospera.

Si prospera, la reforma queda aprobada a los 15 días, salvo
que antes de dicho plazo, al menos la 10.ª parte de los miem-
bros de cualquiera de las Cámaras exija que sea sometida a
referéndum.

Finalmente, si es sometida a referéndum, la misma quedará
aprobada si obtiene mayoría de votos a su favor.

En la presente legislatura de 2004, teniendo en cuenta que
el Congreso lo componen 350 diputados, los 3/5 requeridos
para la aprobación de la reforma propuesta, suponen 210 dipu-
tados, y los 2/3 un total de 234. Como en esta misma legisla-
tura, el PSOE dispone de 164 diputados, y el PP tiene 148, el
resto de los partidos suman 38 diputados. Esto significa que
ninguno de los dos grandes partidos, puede prescindir del acuer-
do con el otro para que sea posible la reforma.

Tampoco en el Senado, salen las cuentas para el PSOE y
para el PP por separado. Pues de 259 senadores, el PP dispone
de 126 y el PSOE 96, correspondiendo al conjunto de los de-
más partidos 38 senadores. Los 3/5 suponen 156 senadores y
los 2/3 173.

En esta Cámara, el PP, junto con los demás partidos, ex-
ceptuado el PSOE podría alcanzar los 3/5, y la mayoría abso-
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luta. Pero, en todo caso, quedaba el obstáculo principal, que es
la imposibilidad de conseguir la aprobación por el Congreso,
sin olvidar la dificultad de aglutinar los restos de representa-
ción, que corresponden a partidos tan diversos 18.

Resumiendo, en los momentos actuales, para que sea viable
cualquier reforma constitucional, el PSOE y el PP se necesitan.
En otro caso, no es posible la reforma.

La doctrina más general, considera como adecuado el siste-
ma de reforma contemplado en este artículo, que no tiene
excesiva rigidez y supone suficiente garantía. En este sentido,
Pedro de Vega 19 y J. Pérez Royo. Compartimos esta opinión,
pero si se exige en cualquier caso la ratificación por referén-
dum. Algunos consideran inútil el apartado 2.º de este artícu-
lo, yo no comparto esta idea.

4.2. Procedimiento del artículo 168

Como mayor garantía de estabilidad de determinados pre-
ceptos que se pretendan reformar, en el artículo 168 CE se
establece un procedimiento reforzado.

Como recordó en una entrevista don Manuel Fraga, en la
Constitución «había que poner cláusulas severas respecto de cues-
tiones que no se pueden estar tocando todos los días». Y además
afirma distinguiendo entre temas básicos de otros que no lo
son tanto, que para reformar la Constitución, «lo ideal es un
sistema intermedio en el que ciertas partes de la Constitución sean

18 En la actual legislatura, tienen representación en el Congreso y en el Senado el PSOE con
164 diputados y 96 senadores; el PP con 148 diputados y 126 senadores; CIU con10 diputados y
6 senadores;ERC con 8 diputados y 16 senadores (en coalición); EAJ-PNV con 7 diputados y 7
senadores, y CC con 3 diputados y 4 senadores.

Tienen solo representación en el Congreso IU con 5 diputados; BNG con 2 diputados, y CHA,
EA y NA-BAI, con 1 diputado cada una de estas formaciones.

19 P. DE VEGA, o.c., pág. 145; J. PÉREZ ROYO, Tratado de Derecho Constitucional, pág. 57.
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muy difíciles de modificar y otras que pueden flexibilizarse, preci-
samente para evitar los cambios bruscos...» 20.

Para el Prof. De Vega, este artículo no se aplicará jamás,
afirma que es «un procedimiento para evitar la reforma» 21. Y
en esta línea doctrinal, el Prof. Contreras afirma que «la refor-
ma constitucional no constituye primordialmente un mecanis-
mo para alterar la Constitución, sino un auténtico medio para
su defensa y conservación» 22. Según esto, no habría un auten-
tico procedimiento de reforma de determinados contenidos,
algo equivalente a las cláusulas de intangibilidad. No compar-
timos tales afirmaciones.

El procedimiento del artículo 168 es complejo y difícil, con
el fin de dar mayor rigidez y dificultar la reforma de deter-
minados principios, pero, es verosímil su futura aplicación.
Mucho más que las repetidas cláusulas especiales, que, pese a
todo, tampoco son ni deben ser intocables. Y es más, pese a una
buena parte de la doctrina, formalmente, todo el procedimiento
de reforma adolece de desprotección técnico jurídica y puede ser
reformado por el procedimiento del artículo anterior, sin nece-
sidad de referéndum.

Pues bien, el procedimiento especial de reforma constitu-
cional, establecido en dicho artículo de la CE a seguir para
reformar alguno de los contenidos a que nos referiremos des-
pués es el siguiente:

a) Aprobación del proyecto por mayoría de 2/3 de am-
bas Cámaras, que supone el 66,666 por ciento de cada una de
ellas, y la disolución inmediata de Las Cortes.

b) Las nuevas Cámaras elegidas, deben ratificar la ante-
rior decisión y proceder al estudio y aprobación del nuevo

20 El País, del 3 de marzo de 2002, en una entrevista concedida a Maria Antonia Iglesias.
21 O.c., pág. 148.
22 Revista Derecho Político, UNED, Madrid 1992, núm 37, págs. 303 y ss.
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texto constitucional por la misma mayoría que en la anterior
legislatura, es decir, por 2/3 de ambas cámaras.

c) Aprobada la reforma constitucional por Las Cortes, el
mismo debe ser sometido a referéndum para su ratificación23.

La ratificación del proyecto por ambas Cámaras, bastaría
con un mayoría absoluta, pues solo se trata de dar paso al
estudio del texto propuesto, no a su aprobación, que debe ser
a continuación, previo al estudio y aprobado por ambas Cáma-
ras por la mayoría reforzada indicada, de 2/3 de sus miembros.
Entendemos que cualquier cambio, supone iniciar un nuevo
proceso, decayendo la propuesta que se contempla.

Conforme al referido articulo de la CE, se aplica este pro-
cedimiento, cuando el proyecto de reforma afecte a la totalidad
de la Constitución, o sea una reforma parcial referida al Título
Preliminar, al Capítulo II, Sección Primera del Título I, o al
Título II.

¿Y, el supuesto de los preceptos específicamente protegi-
dos, a que principios o instituciones se refieren?

El primer supuesto sería la revisión total de la Constitución,
reforma que afecte a la totalidad de la Constitución. En tal
caso, parece obvio que la reforma debe afectar a todas las ins-
tituciones definidas en la Constitución, o, al menos, a las más
significativas para la organización del Estado y su funciona-
miento. Sobre que puede significar revisión total, la doctrina
da muchas respuestas, incluso hay quien considera absurdo
hablar de revisión total cuando no se define en la propia

23 La L.O. 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de distintas modalidades de referéndum
—BOE de 23-1-1980— en su artículo 7 dispone que el referéndum constitucional se convoque
dentro del plazo de 30 días, a partir de que el Presidente del Gobierno reciba la comunicación de
las Cortes Generales con el proyecto de reforma aprobado. El referéndum deberá ser celebrado
dentro de los 60 días siguientes.
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Constitución a partir de que entidad puede considerarse como
tal. Pero a mi me parece clara la voluntad constitucional. La
reforma de la totalidad, no parece que significa una revisión de
la Constitución sin distinguir partes más protegidas de otras
que lo son. Viene a ser una forma constituyente no revolucio-
naria de alcanzar una nueva Constitución. Esto creemos que
no supone prescindir de núcleos programáticos y orgánicos
precedentes. Pero eso sí, por propia voluntad constituyente,
no por condicionamiento necesario de las formulaciones prece-
dentes, que pueden ser sustituidas en su totalidad. Reaparece la
participación soberana del pueblo, ignorada en el artículo 166
y en parte en el 167. Es una formulación que se aproxima
pacíficamente, al poder constituyente genuino.

El Titulo Preliminar se compone de los nueve primeros
artículos de la Constitución, que son básicos o esenciales para
la definición del Estado 24. Su contenido no puede ser objeto de
cometario ahora, pues implicaría una extensión de nuestro
trabajo, que no se corresponde con lo que pretendemos expo-
ner ahora. Los conceptos de Estado social y democrático de
derecho, soberanía nacional, y de indivisible unidad de la na-
ción española, son suficientemente determinantes.

El Capítulo II, de la Sección Primera, del Título I, es de
singular relevancia por su contenido, referido a los derechos
fundamentales y libertades públicas 25.

24 Se define España como Estado social y democrático de derecho, los valores de libertad,
igualdad, justicia y pluralismo, el sujeto de la soberanía y la forma política del Estado —art. 1—;
la indisoluble unidad de la nación española y el derecho a las autonomías —art. 2—; la lengua
española y las regionales —art. 3—: la bandera y las banderas regionales —art. 4—; la capital del
Estado —art. 5—; los partidos políticos, expresión del pluralismo —art. 6—; los sindicatos y asocia-
ciones empresariales —art. 7—; las fuerzas armadas, garantes de la soberanía e independencia,
integridad territorial y ordenamiento constitucional —art. 8—, y finalmente, el sometimiento a la
Constitución y ordenamiento jurídico de los poderes públicos y de todos los ciudadanos y garan-
tizando el principio de legalidad, jerarquía normativa, publicidad de las normas, irretroactividad
sancionadora, seguridad jurídicas, responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad del poderes
públicos —art. 9—.

25 Artículos 15 a 29 de la CE, curiosamente no se incluye el artículo 14, con el principio de
igualdad y no discriminación, que nos parece debía tener también una protección especial frente
a su posible reforma.
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Por último, entra dentro de estas garantías especiales para
su posible reforma el Título II dedicado a la Corona 26. Trata
sobre la Jefatura del Estado con el título de Rey, atribuciones
y prerrogativas, regencia y sucesión. Está última cuestión es
objeto de comentarios porque se da preferencia al varón en la
sucesión y se propone igualdad de sexos, en contra de lo que
dispone el artículo 14 de la CE.

5. Algunos planteamientos concretos de reforma
constitucional

Nos referiremos, en primer lugar, a la única reforma de la
CE realizada hasta el presente

En segundo lugar, a la hipótesis de reforma del artículo 168
de la CE.

Finalmente, a algunos supuestos concretos, incluyendo
los planteados por el Gobierno como consultas al Consejo de
Estado.

5.1. La reforma del artículo 13.2 de la Constitución

El artículo 13.2. fue modificado por el procedimiento esta-
blecido en el artículo 167 de la CE, sin necesidad de ser some-
tido a referéndum por no estar comprendido entre los artícu-
los que requieren un procedimiento reforzado, y, además
porque no fue solicitado el referéndum por las fuerzas políticas
legitimadas para ello. Su contenido mínimo, añadir los térmi-
nos «y pasivo», El apartado se refiere a la posibilidad de que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, los extranjeros puedan
tener derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones

26 Artículos 56 a 65 CE
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municipales. En la primera redacción, solo se admitía la posi-
bilidad de derecho de sufragio activo, pero no podían ser can-
didatos.

La reforma, aprobada el 27 de agosto de 1992, y sancionada
por el Jefe del Estado, se publicó en el BOE el 28 de agosto,
en español y en las lenguas reconocidas de la CC. Autónomas,
entrando en vigor, el mismo día de su publicación.

Se acordó la reforma, para cumplir con las exigencias de la
Reforma del Tratado de la Unión Europea, por el que se dis-
pone que los ciudadanos de la Unión Europea residentes en un
Estado miembro del que no sean nacionales tendrán el derecho
a ser electores y elegibles en las elecciones municipales del
Estado miembro en que residan.

A consulta por el Gobierno el 24 de abril de 1992, al Tribu-
nal Constitucional, sobre si la norma de la U.E estaba en con-
tradicción con el artículo 13.2 de la CE, éste confirmó la necesi-
dad de reforma de la CE, y así se hizo, como queda dicho 27.

6. La garantía del garante, o sea el artículo 168

Ya hemos visto que hay una parte de la CE que requiere
condiciones más exigentes para poder ser reformadas. Lo dis-
pone así el artículo 168. Pero nos parece que el constituyente
español, no pensó en dar el mismo blindaje a este artículo tan
relevante.

Un sector de la doctrina considera, como principio gene-
ral, que una norma no puede aplicarse a sí misma. Distinguen
entre el artículo 167, mediante el cual no puede reformarse el

27 El artículo 95 CE exige que para celebrar un tratado internacional que contradiga la Cons-
titución, se requiere la reforma previa de ésta. Y, en su caso, conforme con el artículo 92.2., el
Gobierno o las Cámaras pueden requerir a T. Constitucional para que declare si existe o no
contradicción.
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168, y en cambio el 168, cabe reformarse, por su propio pro-
cedimiento 28:

Por ello, como un artículo más, sin especiales medidas res-
trictivas, el artículo 168 puede ser reformado por el procedi-
miento más sencillo, establecido en el artículo 167. Esa refor-
ma podría ser lisa y llanamente su supresión. Con lo cual toda
la Constitución para su reforma, podría serlo por el procedi-
miento del repetido artículo 167, sin mayores garantías para
cualquier supuesto de reforma.

Lo dicho, en principio es así. ¿Qué garantía queda para que
sea improbable una reforma de ese calado?, Creemos que será
improbable que se reforme o suprima dicho artículo porque,
aunque el artículo 167, supone una mayor facilidad de refor-
ma, es de suponer que no será probable que se pongan de
acuerdo en tal sentido, un número suficiente de representantes
de las dos Cámaras.

La garantía del garante radicará en que haya una oposición
suficiente para impedir que desde el Gobierno de turno se
intente tal maniobra.

Pero el problema está ahí. Sería necesario incluir dicho
artículos entre los que se requiere el procedimiento especial de
reforma que el mismo establece.

7. La consulta del Gobierno al Consejo de Estado
7. sobre una reforma parcial

El Gobierno español, ha elevado al alto órgano consulti-
vo la petición de criterios sobre la posible reforma en cuatro
cuestiones 29.

28 OTTO, pág. 66 y ss.; BALAGUER, pág. 44).
29 En el documento de consulta, de 39 páginas, se hacen 11 preguntas referidas a las cuatro

cuestiones que considera deben ser objeto de reforma constitucional.
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Según el Gobierno, podrían ser objeto de reforma, la suce-
sión a la Corona, suprimiendo la discriminación de la mujer en
el orden de sucesión; referencia expresa a Europa; nominar
en la Constitución las Comunidades Autónomas, y la reforma
del Senado.

Por nuestra parte, como ya hemos indicado anteriormente,
estos temas y algunos otros no contemplados por el Gobier-
no, forman parte de la «cesta de la reforma», no los trataremos
en esta intervención, pero sí nos proponemos tratarlos en una
próxima.

8. Propuesta de nueva redacción del Título X

Modestamente, después de las consideraciones expuestas,
nos atrevemos a exponer lo que a nuestro parecer podría ser
una redacción razonable del Título X de la Constitución, en
sustitución del texto actual.

El texto actual, como queda manifestado, ignora en buena
medida la soberanía nacional, a favor de los partidos políticos.
Ignora a la soberanía nacional, impidiendo el ejercicio de la
iniciativa legislativa popular en materia constitucional. Y solo
se trata de una iniciativa, limitada a una concurrencia de
500.000 firmas acreditadas. Iniciativa que no supone nada de-
finitivo porque tiene que depurarse en las deliberaciones co-
rrespondientes de las Cortes, que pueden aprobar su contenido
o modificarlo.

Por otra parte, el artículo 167 también incide en este
agravio a la soberanía popular, al hacer posible que la Consti-
tución, exceptuado aquello que exige unas garantías conforme
al artículo 168, puedan ser reformada sin contar con la sobe-
ranía nacional, al no ser imprescindible el referéndum aproba-
torio. A nuestro parecer, los preceptos que se reformen, deben
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ser sometidos, sin excepción a referéndum. Y tal referéndum,
deberá tener todas las garantías de no ser manipulado en nin-
gún sentido.

Con las garantías indicadas, sobra el artículo 168, pues sus
garantías para determinadas cuestiones, no deben ser tales, si
consideramos en sus justos términos el alcance y primacía de la
democracia directa, expresada en un referéndum sancionador.

Según nuestro parecer, el texto alternativo sobre la refor-
ma constitucional podría ser el siguiente:

TÏTULO X
De la reforma constitucional

Artículo 166:

1. La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los
términos previstos en el Artículo 87.

2. No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de
guerra o de vigencia de alguno de los estados previstos en el artícu-
lo 116. Y si estuviere iniciada se suspenderá el procedimiento.

Artículo 167:

1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser apro-
bados por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cáma-
ras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo
mediante la creación de una Comisión de composición paritaria
de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado
por el Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento
del apartado anterior, y siempre que el texto hubiere obtenido el
voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso por
mayoría de dos tercios podrá aprobar la reforma.
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3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será so-
metida a referéndum para su ratificación.

(Artículo 168: suprimido por el procedimiento del artícu-
lo 167, reformado y reforzado por referéndum necesario, im-
plicando al poder constituyente originario, que actualmente
puede ser eludido por los representantes parlamentarios, acor-
dando reformas que la soberanía nacional puede no compartir
y que no le han sido sometidas a ratificación)

(Artículo 169: suprimido e integrado como punto 2 del
artículo 166, incorporando la suspensión del procedimiento de
reforma, si ésta ya estuviera en marcha, impidiendo que las
Cámaras sigan un procedimiento iniciado, cuando se den las
circunstancias excepcionales del artículo 116).

También, por cercenar indebidamente la iniciativa legisla-
tiva popular, auque solo es una iniciativa, como venimos repi-
tiendo, a nuestro parecer, debería modificarse el artículo 87.3.
párrafo final que dice: «No procederá dicha iniciativa en mate-
rias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacio-
nal, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia.»

4. Urgente Necesidad de reforma del Título VIII

Tratar de reformas de la parte dogmática o núcleo básico
del sistema, así como de la organización del Estado y sus ins-
tituciones, no es objeto del presente trabajo. Aunque no re-
nunciamos a continuar más adelante nuestro estudio de temas
concretos, como ya anunciábamos al principio.

Sin embargo adelantamos, que, dentro del Título VIII, sal-
vaguardar las competencias del poder central del Estado, redi-
señando si es necesario la distribución actual, es una necesidad
que, creemos, afecta a su propia supervivencia.
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La praxis ha evidenciado que no se debe dejar en manos de
los políticos jugar con las competencias exclusivas del Estado.
Por ello es necesario que, concretadas éstas se elimine la posi-
bilidad de transferencia de ellas a las Comunidades Autóno-
mas, algo que viene sucediendo en los sucesivos Gobiernos,
por oportunismo político, en mengua del interés general. En
concreto, el artículo 150 entendemos que en su totalidad es
nefasto y debe ser suprimido de inmediato.

Hay funciones que son servidas mejor por unos poderes
centrales, que permite una mejor y necesaria coordinación y
concentración de recursos. No toda descentralización es posi-
tiva. ¿Los políticos estarán dispuestos? Porque en esta demo-
cracia, estamos en sus manos.

Anexo
(Textos legales que fueron distribuidos a los asistentes,

previamente a la celebración de la Mesa redonda) 30

I

El cambio constitucional de las Leyes Fundamentales a la
Constitución actual, sin ruptura formal

A) Ley de Principios del Movimiento Nacional de 1958,
de 17 de mayo de 1958

(Equivalente a las cláusulas constitucionales
de irreformabilidad)

Artículo 1.—Los principios contenidos en la presente Pro-
mulgación, síntesis de los que inspiran las Leyes fundamentales
refrendadas por la Nación en 6 de julio de 1947, son, por su
propia naturaleza, permanentes e inalterables.

30 En este Anexo no se incluye la propuesta de reforma del Título X, que fue distribuida, por
estar dicho texto incorporado al cuerpo de la ponencia.
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Artículo 2.—Todos los órganos y autoridades vendrán obli-
gados a su más estricta observancia. El juramento que se exige
para ser investido de cargos públicos habrá de referirse al texto
de estos Principios fundamentales.

Artículo 3.—Serán nulas las leyes y disposiciones de cual-
quier clase que vulneren o menoscaben los Principios procla-
mados en la presente Ley fundamental del Reino.

B) La ley para la Reforma Política 1/1977, ratificada en
referéndum por los españoles el 15 de diciembre de 1976
(Ley bisagra para sustituir las Leyes Fundamentales por

una Constitución democrática)

«Artículo 1.º

La democracia en (la organización política d)el Estado es-
pañol se basa en la supremacía de la ley, expresión de la volun-
tad soberana del pueblo. Los derechos fundamentales de la
persona son inviolables y vinculan a todos los órganos del
Estado. 2. La potestad de (hacer) elaborar y aprobar las leyes
reside en las Cortes. El Rey sanciona y promulga las leyes.

Artículo 2.°

1. Las Cortes se componen del Congreso de Diputados y
del Senado.

2. Los diputados del Congreso serán elegidos por sufra-
gio universal, directo y secreto de los españoles mayores de
edad.

3. Los senadores serán elegidos en representación de las
entidades territoriales. El Rey podrá designar para cada legisla-
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tura senadores en número no superior a la quinta parte del de
los elegidos.

4. La duración del mandato de diputados y senadores será
de cuatro años.

5. El Congreso y el Senado establecerán sus propios Re-
glamentos y elegirán sus respectivos presidentes.

6. El presidente de las Cortes y del Consejo del Reino
será nombrado por el Rey.

Artículo 3.°

1. La iniciativa de reforma constitucional corresponderá:

a) Al Gobierno.

b) Al Congreso de Diputados.

2. Cualquier reforma constitucional requerirá la aproba-
ción por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y
del Senado. El Senado deliberará sobre el texto previamente
aprobado por el Congreso y si éste no fuera aceptado en sus
términos, las discrepancias se someterán a una Comisión Mixta,
bajo la presidencia de quien ostentara la de las Cortes y de la que
formarán parte los presidentes del Congreso y del Senado, cua-
tro diputados y cuatro senadores, elegidos por las respectivas
Cámaras. Si esta Comisión no llegara a un acuerdo o los térmi-
nos del mismo no merecieran la aprobación de una y otra Cá-
mara, la decisión se adoptará por mayoría absoluta de los com-
ponentes de las Cortes en reunión conjunta de ambas Cámaras.

3. El Rey, antes de sancionar una ley de Reforma Cons-
titucional (podrá) deberá someter el proyecto a referéndum de
la Nación.
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DISPOSICIÓN FINAL

La presente ley tendrá rango de ley Fundamental.

C) Disposición Derogatoria 1. de la Constitución de 1978

1. Queda derogada la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la
Reforma Política, así como, en tanto en cuanto no estuvieran
ya derogadas por la anteriormente mencionada ley, la de Prin-
cipios Fundamentales del Movimiento de 17 de mayo de 1958,
el Fuero de los Españoles de 17 de julio de 1945, el del Traba-
jo de 9 de marzo de 1938, la Ley Constitutiva de las Cortes de
17 de julio de 1942, la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado
de 26 de julio de 1947, todas ellas modificadas por la Ley
Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 y en los mismos
términos esta última y la de Referéndum Nacional de 22 de
octubre de 1945.

II
Artículos de la Constitución, referidos a la reforma

CONSTITUCIÓN 31

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1

1. España se constituye en un Estado social y democráti-
co de Derecho, que propugna como valores superiores de su
ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el
pluralismo político.

31 1. El texto constitucional fue aprobado por las Cortes Constituyentes el 31 de octubre de
1978, en sesión plenaria conjunta de ambas Cámaras y ratificada por Referéndum de 6 de diciem-
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2. La soberanía nacional reside en el pueblo español,
del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía
parlamentaria.

Artículo 87

1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al
Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y los
Reglamentos de las Cámaras.

2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas po-
drán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley
o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, de-
legando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la
Asamblea encargados de su defensa.

3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y
requisitos de la iniciativa popular para la presentación de pro-
posiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000
firmas acreditadas. No procederá dicha iniciativa en materias

bre, convocado por R.D. 2550/1978, de 3 de noviembre. Votó el 67,11% del censo electoral, siendo
afirmativos el 87,78% de los votos emitidos.

2. En los últimos veintiocho años solo se ha corregido el texto constitucional una vez, con-
forme a la enmienda de 1992, que añade al artículo 13.2 de la Constitución del derecho de sufragio
pasivo («y pasivo») para los extranjeros, en concordancia con los acuerdos de la C.E.

Su actual redacción es ésta: «Artículo 13:
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente

Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo

lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho
de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo
al principio de reciprocidad.

4. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los
actos de terrorismo. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los
apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España.»

Dicha reforma fue aprobada sin someterla a la ratificación del pueblo español.
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propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni
en lo relativo a la prerrogativa de gracia.32

Artículo 116

1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de
excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones corres-
pondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno me-
diante decreto acordado en Consejo de Ministros por un plazo
máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Dipu-
tados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización
no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el
ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno
mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa
autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y
proclamación del estado de excepción deberá determinar ex-
presamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que
se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta días,
prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta
del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del Go-
bierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración
y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso
mientras estén declarados algunos de los estados comprendidos
en el presente Artículo, quedando automáticamente convoca-

32 Consideramos que debe ser suprimido de este artículo, el punto final, que va destacado en
bastardilla, en defensa del principio de soberanía nacional, pese a la desconfianza de los políticos
y los riesgos que pueda suponer, que no son tantos.
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das las Cámaras si no estuvieren en periodo de sesiones. Su
funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucio-
nales del Estado, no podrán interrumpirse durante la vigencia
de estos estados.

Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produ-
jere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de
dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas
por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción
y de sitio no modificarán el principio de responsabilidad del
Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en
las leyes.

TÍTULO X

De la reforma constitucional

Artículo 166

La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los
términos previstos en los apartados 1 y 2 del Artículo 87.

Artículo 167

1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser
aprobados por una mayoría de tres quintos de cada una de las
Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará ob-
tenerlo mediante la creación de una Comisión de composición
paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto
que será votado por el Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimien-
to del apartado anterior, y siempre que el texto hubiere obteni-
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do el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Con-
greso por mayoría de dos tercios podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será
sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo soli-
citen, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una
décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168

1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitu-
ción o una parcial que afecte al Título Preliminar, al Capítulo
Segundo, Sección 1 del Título I, o al Título II 33, se procederá
a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de
cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y
proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que deberá
ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será
sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169

No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de
guerra o de vigencia de alguno de los estados previstos en el
artículo 116.

33 El TÍTULO PRELIMINAR, constituye el núcleo básico de la configuración del Estado. El
CAPIÍTULO II, sobre Derechos y libertades, en la SECCIÓN PRIMERA, del TÍTULO I, trata
de los derechos fundamentales y de las libertades públicas. Y el TÍTULO II de la Corona.


